	En la ciudad de Córdoba, a los l doce, reunidos en Audiencia Pública los Sres. Vocales de la Excma. Cámara Segunda de Apelaciones de esta ciudad, a los fines de dictar sentencia en estos autos caratulados: "MEGATEC S.R.L. SOCIETARIO CONTENCIOSO - DISOLUCION DE SOCIEDAD (EXPTE. n° 1451175/36)"" venidos a despacho del Juzgado de Primera Instancia y 52° Nominación en lo Civil y Comercial de esta ciudad, en apelación contra la sentencia número 47, de fecha 16 de Febrero de Dos Mil once, dictada por la Sra. Juez Dra. Marcela S. Antinucci, por la que se resolvía: " I) No hacer lugar a la demanda reconvencional por nulidad de la sociedad irregular "Megatec S.R.L." deducida por el Sr. Daniel Javier Rodríguez, en el marco de los arts. 27, 29 y cc. De la Ley N° 19.550. II) Hacer lugar a la demanda de disolución y liquidación instaurada por la actora, Sra. Viviana Alicia Monti y, en consecuencia, declarar disuelta la sociedad irregular "Megatec S.R.L." con efecto retroactivo al día tres de Marzo de dos mil ocho ( 3/03/2008), en los términos del art. 22 y sgtes. De la Ley N° 19.550. III) Disponer la inscripción en el Registro Público de Comercio de la disolución de la sociedad irregular " Megatec S.R.L. previa publicación de edictos conforme lo dispone el art. 98 L.S.IV) Oportunamente ordenar su posterior liquidación; a cuyo fin se fijará audiencia por Secretaría para el sorteo de Liquidador que se efectuará con la Lista de Coadministradores" existente en la dirección de Servicios Judiciales ( confeccionada en el marco del Acuerdo Reglamentario N° 18- Serie "B" de fecha 26 de Julio de 2005), a menos que - en el término de diez días de notificado y firme el presente resolutorio- las partes designen de común acuerdo el liquidador que tendrá a cargo las tareas pertinentes; previa aceptación del cargo por el funcionario, deberá tal designación inscribirse en el Registro Público de Comercio ( art. 102 de la L.S.) . V) No acoger la petición de la actora consistente en la aplicación al demandado de la sanción prevista en el art. 83 del C. De P.C. y c. VI) Imponer las costas al demandado, Sr. Daniel Javier Rodríguez; difiriéndose la regulación de honorarios de los letrados y peritos intervinientes para cuando exista base económica determinada al efecto. Protocolícese, hágase saber y agréguese copia." (fs. 866/877 vta.).- 

-Este Tribunal, en presencia de la actuaria, se plantea las siguientes cuestiones a resolver: 

-1. ¿ ¿Es justa la sentencia apelada?.- 

-2.- ¿Qué pronunciamiento corresponde emitir?.- 

-Efectuado el sorteo de ley, la emisión de los votos resulta en el siguiente orden: 1°) Dra. Silvana María Chiapero, y 2°) Dr. Mario Raúl Lescano. 

A LA PRIMERA CUESTION, LA SEÑORA VOCAL DOCTORA SILVANA MARIA CHIAPERO DIJO:- 

-1.- Contra la sentencia n° 47, dictada con fecha 16 de febrero de 2011 por la Sra. Juez de Primera Instancia y 33° Nominación en lo Civil y Comercial de esta ciudad, interpuso el Sr. Daniel Rodríguez recurso de apelación ( fs. 881), que fue concedido por el a quo ( fs.882). Radicados los autos en esta Sede, expresa agravios el apelante (fs.892/902), siendo confutados por la peticionante apelada (fs.904/906). Dictado y consentido el proveído de autos, queda la causa en estado de estudio y resolución. 

-2.-El pronunciamiento apelado hace lugar a la disolución y liquidación instaurada por la actora Sra. Viviana Alicia Monti y en consecuencia declara disuelta la sociedad irregular "Megatec S.R.L.", con efecto retroactivo al día tres de marzo de 2008 (3/03/2008), en los términos del art. 22 y sgts. de la Ley 19.550. Asimismo rechaza la demanda reconvencional por nulidad de la sociedad irregular referida deducida por el Sr. Daniel Javier Rodríguez en el marco de los art. 27, 29 y cc. de la Ley 19.550., todo con costas al Sr. Daniel Javier Rodríguez atento su condición de vencido (art. 130 C.P.C.). 

3.- Agravios del Sr. Daniel Javier Rodríguez.- 

-Se queja, en apretada síntesis, por lo siguiente: a.- Denuncia que la iudex no habría dilucidado la situación fáctica de autos, lo que habría implicado acotar la decisión judicial a una simple aplicación automática de la ley de sociedades respecto a la disolución de las sociedades de hecho, lo que importa ignorar el planteo de su parte que negó su existencia. -Afirma que el fallo en crisis es nulo porque tiene por probada la sociedad cuando ha sido negada y no existe prueba alguna más que las que acreditan la existencia de un fondo de comercio explotado por el actor. Dice que el fallo tiene por cierto que previo al instrumento suscripto entre las partes, existía una sociedad de hecho. Afirma que no hay prueba que acredite que un sujeto distinto de los esposos haya actuado en el mundo jurídico.; b.- Denuncia que la iudex afirma que la polémica doctrinaria existente en relación a la sociedad de hecho entre esposos excede la materia del caso concreto, lo que supone minimizar el alcance de los art. 27 y 29 de la Ley 19.550.Dice que la supuesta polémica doctrinaria a la que alude la sentencia no es tal, sino que es una directa prohibición sancionada insalvablemente con nulidad, que es la consecuencia jurídica que persiguiera la demanda reconvencional. Afirma que mal puede solicitarse la disolución de una sociedad que debe ser declarada nula, conforme la sanción prevista por el art. 29 de la Ley 19.550., c.- Denuncia que la iudex habría ignorado la penalidad prevista en los art. 27 y 29 de la Ley 19.550 a la vez que habría incurrido en una gran contradicción al afirmar que la sociedad irregular no tiene vigencia hacia el futuro sino solo para el pasado y luego ordenar disolver con efecto retroactivo al 3/3/2008; d.- Denuncia que el fallo habría incurrido en confusión entre la intención de formar una S.R.L. y la real existencia de una sociedad irregular por el solo inicio de un trámite de inscripción. Asevera que es un grave error conceptual subsumir la existencia de una sociedad de hecho, por la sola redacción de un contrato constitutivo, cuyo trámite de inscripción nunca se hizo efectivo. Afirma que se ha confundido contrato constitutivo con S.R.L. ya que por el solo hecho de que con dicho instrumento se inició un trámite en el Registro Público de Comercio, se infiere que se encuentra acreditada la existencia de una sociedad comercial, d.- Denuncia que la iudex habría efectuado una interpretación del art. 27 L.S. que se aparta de la letra de la ley. Dice que la iudex concluye que ninguna de las hipótesis de la ley engasta en el supuesto de autos, lo que denuncia como falso pues, a su juicio, quedaría perfectamente subsumido en el primer supuesto. Dice que se confunde tipo social con sociedad regular y que avanza sobre lo que dispone la ley, resolviendo velada y confusamente a su antojo.; e.- Denuncia que no se analizaron los hechos demostrados para arribar a la resolución atacada y que enumera para concluir que no hay ningún documento, prueba o pericial aportado que demuestre ningún aporte real y concreto por parte de los socios, ni actividad, ni trabajo respecto de la existencia o funcionamiento de una sociedad de hecho pretendida con el Sr. Rodríguez., f.- Denuncia que el fallo ordena inscribir la disolución en el Registro Público de Comercio a partir del 3 de marzo de 2008 y que deberá procederse a la liquidación en la cual se deberán determinar los aportes realizados. Reitera que la sociedad es nula, porque nunca existió ni tuvo principio de ejecución, ya que lo único que existió es el fondo de comercio de propiedad de Rodríguez. Denuncia que es imposible liquidar una sociedad que nunca existió y que la liquidación será de cumplimiento imposible puesto que no se encuentra demostrado cuál sería el hipotético patrimonio de la sociedad a liquidar, porque no existe.- 

-3.- Adelanto opinión en el sentido que el pronunciamiento cuestionado no ha incurrido en los deméritos que se endilga el libelo recursivo. 

-Como cuestión preliminar y a los fines de responder a la reiterada afirmación del apelante en el sentido que no estaría probada la existencia de la sociedad irregular "Megatec S.R.L.", cuya disolución y posterior liquidación se ordenó en el fallo apelado, destaco que el apelante no ha logrado rebatir los argumentos esgrimidos por la sentenciante para concluir en sentido contrario.- 

-Veamos.- 

-En el considerando segundo, la iudex, tras reseñar que la ley ha impuesto un régimen amplio de prueba a los fines de demostrar la existencia de la sociedad, haciéndose eco de la opinión de autorizada doctrina societaria que cita, distingue entre la prueba de la existencia de la sociedad irregular o de hecho con fines de exigir su disolución, de la prueba del contrato social exigida para determinar la liquidación y el modo de participación de los socios. Si bien reconoce el tratamiento unitario consagrado en el art. 25 L.S., destaca la diferencia entre la prueba de la sociedad y la prueba del contrato social, para concluir en un todo de acuerdo con el autor local que cita que "Cualquier medio probatorio es lícito para acreditar la existencia de la sociedad con finalidad disolutoria, conforme el art. 25 L. Soc." (cfr. Romero, José Ignacio, "Sociedades irregulares y de hecho", Depalma, pág. 153) 

En ese marco, se hace cargo de las diferencias entre las sociedades irregulares y de hecho para concluir, también con respaldo autoral calificado, que en el caso de las primeras, el instrumento es la prueba por excelencia de lo acordado, arrimando en apoyo de esa conclusión la opinión de Nissen en el sentido que los socios pueden prevalerse de cualquier medio de prueba a los efectos de acreditar la existencia del ente no regularmente constituido, aunque solo a los fines disolutorios y liquidatorios. (Nissen Ricardo Augusto, "Sociedades irregulares y de hecho", Ed Hammurabi, 2° Edición actualizada y ampliada, págs. 123 y 124). 

-Es en ese marco que la a quo analiza la prueba producida para concluir que con la documental acompañada por la actora (contrato constitutivo de la sociedad "Megatec S.R.L. de fecha 4 de mayo de 2006 fs. 17/20 vta. con firma certificada por escribano público y reconocido por el demandado y los autos caratulados "Megatec S.R.L. Insc. Reg. Pub. Comer. Constitución (Expte N° 1059611/36) se tiene por acreditada la formación de una sociedad del tipo "Sociedad de responsabilidad limitada" entre las partes del juicio, la que ha dejado de ser una sociedad en formación para transformarse en irregular por abandono definitivo del trámite de inscripción del contrato social constitutivo.- 

-Frente a tan contundentes argumentos de hecho y de derecho, la estrategia recursiva debió estar enderezada a cuestionar el régimen probatorio amplio establecido en la Ley de sociedades (art. 25 Ley 19550) o a demostrar la inconsistencia de los criterios autorales citados por la a quo en apoyo de su decisión, con otros de similar prestigio a los fines de provocar convicción acerca de la procedencia de su queja.- 

-Esto así máxime cuando existe jurisprudencia que avala el temperamento del fallo al haber decidido que:"En la sociedad irregular el contrato no inscrito es uno de los medios de prueba admitidos en materia mercantil para establecer los derechos de los socios respecto del pasado" ( C 1° Apel Mar del Plata, 15/9/64, L.L. 117-728). Nótese además que la doctrina admite que las dificultades probatorias se plantean principalmente con las sociedades irregulares en las que quien invoca la existencia de la sociedad no tenga copia del acto constitutivo que no se presentó al Registro. En efecto se sostiene que es mucho más fácil en los casos en que el instrumento constitutivo obra en poder de quien invoca la existencia de la sociedad, lo que permite inferir que dicha copia es útil a los fines de tener por acreditada la existencia de la sociedad, al menos a los fines de disolverla o liquidarla. (cfr. Roitman Horacio, "Ley de sociedades comerciales comentada y anotada", La Ley, pág. 489). 

-Despejada esta cuestión, e ingresando a la denuncia contenida en el agravio reseñado en el primer término, conforme al cual la iudex no habría dilucidado la situación fáctica traída a su conocimiento, cabe resaltar que crítica se encuentra desvirtuada por las propias constancias de la causa.- 

-En efecto, el segmento del fallo que provoca la queja se ubica en el considerando segundo, donde la a quo sostiene " Ahora bien, más allá de los acontecimientos sucedidos entre los entonces esposos, previos a la suscripción del contrato social y controvertidos por las partes en sus respectivos escritos, que eventualmente pudieron haber llevado a formalizar una relación comercial varios años después, el Tribunal no dilucidará en esta instancia tal situación fáctica toda vez que la pretensión demandada por la accionante encuadra perfectamente en el art. 22 -tercer párrafo- de la L.S., es decir, la disolución del ente social irregular invocado y no la determinación de la existencia o no de una sociedad de hecho antecesora de la sociedad típica conformada y devenida en irregular" (sic fs. 870 vta./ 871).- 

-El argumento precedentemente transcripto refleja con total veracidad cual ha sido la plataforma fáctica sobre la que la iudex debió expedirse sin incurrir en violación al principio de congruencia.- 

-En efecto, los jueces de primera instancia tienen fijada su competencia fáctica de acuerdo a los términos en que quedo entablada la "litis contestatio", por demanda y contestación y en su caso por la reconvención y su contestación. (arts. 330, 356 y 332 C.P.C.).- 

-Por consiguiente, si la actora pidió la disolución y liquidación de la sociedad irregular Megatec S.R.L. constituida en mayo de 2006, y el demandado contestó rechazando la demanda y señalando la imposibilidad jurídica de la existencia de una sociedad irregular entres esposos (art. 29 L.S.) y peticionando se declare su nulidad de pleno derecho, es del todo correcta la exclusión de tratamiento de la eventual existencia de una sociedad de hecho antecesora de la sociedad típica conformada entre las partes y devenida en irregular, pues tal debate no integró la litis, de modo tal que no puede ser objeto de tratamiento sin mengua de la congruencia. 

-Además, conforme el diseño procesal, los jueces solo están obligados a analizar las pruebas en la medida que las mismas resulten conducentes para resolver las cuestiones traídas a su consideración, y que conforman la plataforma fáctica que las partes han puesto a su conocimiento de modo que ningún vicio contiene la sentencia en éste sentido.- 

-Al respecto ha dicho con acierto la doctrina que los jueces no pueden alterar los términos esenciales en que el debate quedó planteado, esto es no pueden modificar la base fáctica que las partes han puesto a su juzgamiento (Morello, Augusto "El principio de congruencia como límite a la decisión del juez en la sentencia", J.A. Contemporánea, Doctrina, 1972, p 249). 

-Por tanto resulta del todo correcta la exclusión del tratamiento de la supuesta sociedad de hecho que habría antecedido a la sociedad cuya disolución ha sido peticionada por la Sra. Viviana Alicia Monti y cuya existencia se ha tenido por acreditada conforme las exigencias legales vigentes.- 

-Las críticas a la interpretación de los art. 27 y 29 L.S. y consecuentemente al rechazo de la nulidad pretendida mediante la demanda reconvencional no pueden correr mejor suerte.- 

-El fallo principia el tratamiento de esta cuestión, ilustrando que el art 27 L.S. subsume dos situaciones a saber, a.- la constitución de sociedad entre cónyuges de "tipo" no autorizado (primera parte) cuya sanción es la nulidad y b.- la participación social sobreviviente del cónyuge en un tipo no autorizado (segunda parte). A renglón seguido deja establecido que la situación de marras "no engasta en ninguna de las hipótesis legales referidas". 

-Para fundamentar tal aserto afirma, con cita de de doctrina especializada, que la norma soslaya a la sociedad irregular o de hecho, las que no constituyen un tipo societario sino sociedades sujetas a un régimen persecutorio (art. 21 a 26 L.S.), lo que ha permitido concluir que la sociedad no constituida regularmente no tiene solución en el marco del art 27 L.S.- 

-Esta inferencia resulta avalada por la opinión de la doctrina que ha abordado la cuestión, y que fue citada por la juez, que sostiene que: "Las sociedades que no se han constituido regularmente, las de hecho con objeto comercial y las de los tipos autorizados que no se constituyeran regularmente (art. 21 L.S.) tienen existencia legal como personas jurídicas: no es un tipo societario previsto en el Capítulo II de la ley 19550, sino una sociedad viciada, mal mirada por la ley. A pesar de que los socios de éstas y quienes contrataron por la sociedad quedarán solidariamente obligados por las operaciones sociales (art.23 L.S.), como no se trata de una de las sociedades "típicas" contempladas por el estatuto legal, escapa a la limitación del art. 27 L.S. que solo se refiere a aquellas" ( Cámara Héctor , "Sociedades entre cónyuges en nuestro derecho" Rev de derecho comercial 1985- 99, p 99/100, el resaltado me pertenece, ver también Molina Sandoval en "Sociedades entre cónyuges: análisis de cuestiones no resueltas", E.D. 208- 2004 pág. 1037/1043).- 

-A esa conclusión le agrega otra también fundada en doctrina autoral, cual es que si bien los esposos optaron por un tipo social respecto del cual no rige la incapacidad legal, y cuya irregularidad resulto sobreviviente (por falta de conclusión del iter inscriptorio), aún en el caso de las sociedades irregulares en las que se optara por un tipo respecto del cual rige la incapacidad prevista en el art. 27 L.S., resultaría contrario tanto al régimen de las sociedades irregulares como al de capacidad de los cónyuges que tal capacidad se ampliara por no cumplirse los requisitos legales para la regularidad de la sociedad, por lo que, en tal caso (que no es el de autos), la sociedad es nula y debería entrar en la fase liquidatoria ( Molina Sandoval, Carlos, opus cit. pág 1037). 

-Así no es verdadero que se haya resuelto la cuestión controvertida a la luz de lo que la doctrina entiende que debería prever una futura legislación que contemple como sanción a la infracción del art 27 L.S. la disolución de la sociedad y no su nulidad. Todo lo contrario, el fallo concluye de "lega lata", que cuando la irregularidad acaece en los tipos autorizados legalmente (S.R.L. y Sociedades por acciones) no puede desconocerse la realidad social y por ende, debe procederse a la disolución cuando es pedida por uno de los socios y no la nulidad sin más del ente. 

-La digresión que se efectúa a renglón seguido (fs 875 in fine/ 875 vta.)y que principia con la locución " Por lo demás, "no es más que un argumento aportado a mayor abundamiento ("obiter dicta") para demostrar el estado crítico de la doctrina y las propuestas legislativas efectuadas por la doctrina especializada para mejorar el sistema actualmente vigente, pero que, en tanto no constituyen el fundamento del fallo, su eventual desacierto no compromete la validez del decisorio en que se sustenta el tenor vigente de las directivas societarias involucradas ( art. 21, 27 y 29 L.S.).- 

-Los restantes agravios, en tanto están referidos a la etapa liquidatoria que recién se ha inaugurado, no corresponden ser abordados en esta oportunidad porque no alcanzan a conmover la decisión apelada, que se limita a ordenar la inscripción de la disolución de la sociedad irregular en el Registro Público de Comercio y ordenar la fijación de audiencia a los fines del sorteo de liquidador a menos que las partes designen uno de común acuerdo dentro de los diez días de firme éste pronunciamiento.- 

A LA PRIMERA CUESTIÓN, EL SEÑOR VOCAL DOCTOR MARIO RAU L LESCANO DIJO: 

-Que adhiere al voto y fundamentos expresados por la Sra. Vocal preopinante, votando de la misma manera.- 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, LA SEÑORA VOCAL DOCTORA SILVANA MARIA CHIAPERO, DIJO: 

-En mi opinión corresponde: 1.- Rechazar la apelación y en consecuencia confirmar el resolutorio apelado en todo cuanto decide y ha sido motivo de agravios, con costas al apelante atento su condición de vencido (art. 130 C.P.C.). Fijar provisoriamente los honorarios correspondientes a las Dras. Fabiana A Monti y Bibiana Fornero- en conjunto y proporción de ley- en la suma equivalente a ocho jus (art.40 Ley 9459) y no hacerlo a favor de la letrada del apelante, sin perjuicio de su derecho (art. 26 contrario sensu Ley 9459). 

-Así voto. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, EL SEÑOR VOCAL DOCTOR MARIO RAUL LESCANO, DIJO:- 

-Que adhiere al voto y fundamentos expresados por la Sra. Vocal preopinante, votando de la misma manera.- 

A mérito del resultado del Acuerdo que antecede, y atento lo dispuesto por el art. 382 del C.P.C.- 

SE RESUELVE:- 

-1.- Rechazar la apelación y en consecuencia confirmar el resolutorio apelado en todo cuanto decide y ha sido motivo de agravios, con costas al apelante atento su condición de vencido (art. 130 C.P.C.).- 

-2.- Fijar provisoriamente los honorarios correspondientes a las Dras. Fabiana A Monti y Bibiana Fornero- en conjunto y proporción de ley- en la suma equivalente a ocho jus (art. 40 Ley 9459) y no hacerlo a favor de la letrada del apelante, sin perjuicio de su derecho (art. 26 contrario sensu Ley 9459). 

-3.- Protocolícese y hágase saber.- 

Firmantes: Chiapero, Lescano. 


